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Las nuevas tecnologias presentan novedosas herramientas para el Derecho Administrativo. El
presente articulo proporciona un andlisis sobre la relacion e-Administracion y los administrados,
haciendo énfasis en los beneficios que podrian recibir los tiltimos. Finalmente, el autor reflexiona
sobre la creacion de mecanismos que garanticen un Procedimiento eficaz y oportuno.

I. LAS CARGAS BUROCRATICAS DERIVADAS DEL
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

El Procedimiento Administrativo tiene una incues-
tionable vertiente de garantia para los derechos de
ciudadano. Permite encauzar las decisiones de la
Administracién a través de un iter formal en el que
el interesado conoce todas las actuaciones y puede
plantear sus pretensiones, argumentos y pruebas.
Ademds, la sujecién a las formas comporta una
suerte de autocontrol para la propia Administracién,
que forma su voluntad a través de un esquema or-
denado como es el expediente que debe integrar de
manera suficiente para motivar la decisién.

Esa vertiente de garantia, sin embargo, va acompa-
Aada casi indefectiblemente de una contrapartida
menos deseable, como es la ralentizacién de las
actuaciones, que genera serias dificultades para
el ejercicio efectivo de los derechos y libertades de
los ciudadanos; esta deficiencia es especialmente
visible en relacién con la libertad de empresa tanto
en los derechos de establecimiento como en el
ejercicio y cesacién de la actividad.

Uno de los principales retos del Derecho Administra-
tivo moderno pasa por alcanzar una Administracién
més &gil y que al mismo tiempo resulte igualmente
garantista. Es necesario por ello una reforma pro-
funda de los mecanismos formales de la actuacién
administrativa, y entre ellos del procedimiento. No
estamos ante un objetivo meramente programdtico,
sino que nos enfrenfamos ante una exigencia de-
rivada del principio constitucional de eficacia, que
obliga a la Administracién a ejercer sus potestades

con economia de medios y tiempos, con el consi-
guiente derecho del ciudadano a exigirlo’.

Para lograr este propésito son necesarias varias
estrategias de modernizacién que en buena medida
pasan por reformular las formas cldsicas de operar
en el dmbito de la Administracién. Por un lado, es
imprescindible avanzar en la e-Administracién vy
los servicios pUblicos electrénicos, que han experi-
mentado un extraordinario desarrollo en los Gltimos
afos. Al mismo tiempo, resulta necesario repensar
los procedimientos para reducir y simplificar las
tramitaciones, ajustando sus costes econémicos y
temporales especialmente en el dmbito de las acti-
vidades econdémicas.

Las nuevas tecnologias son esenciales tanto para
garantizar una buena informacién a los ciudadanos
sobre los procedimientos disponibles, sus caracte-
risticas, requisitos y derechos asociados, como para
encauzar las tramitaciones administrativas a fravés de
férmulas dgiles y eficaces. Por ello estamos asistiendo
a la creacién de un procedimiento administrativo
electrénico cuyos principales hitos normativos son la
Ley N°® 11/2007, de 22 de junio, de acceso electré-
nico de los ciudadanos a los Servicios Publicos (LAE),
la Ley N° 56/2007 de 28 de diciembre, de impulso
de la sociedad de la informacién, la Ley N° 59/2003,
de 19 de diciembre, de firma electrénica, y la Ley N°©
34/2002 de 11 de julio, de servicios de la sociedad
de la informacién y del comercio electrénico?.

Junto a este paquete legislativo general contamos
con un impulso modernizador adicional con la
incorporacién a nuestro ordenamiento de la Di-

Profesor Titular de Derecho Administrativo de la Universidad de Alicante (Espafia).

1 En este sentido, el articulo 103° en su apartado primero de la Constitucién Espafola dice: “La Administracién Publica sirve con
obijetividad los intereses generales y actéa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquia, descentralizacién, desconcentracién

y coordinacién, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho”.

2  Estas normas estatales son en su gran mayorfa de cardcter bdsico, por lo que, afectan por igual a todas las Administraciones al
menos en sus aspectos basales. Algunas de las medidas que contienen son, sin embargo, de tipo organizativo; por lo que, no
son extensibles a todas ellas, salvo las que afectan al procedimiento administrativo comin. Sobre el particular, véase MARTINEZ
GUTIERREZ, R. Administracién publica electrénica, Civitas, Madrid, 2009, pp. 342 y 343.
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rectiva 2006/123/CE del Parlamento europeo y
del Consejo, relativa a los servicios en el mercado
interior. Esta estrategia pretende también simplificar
trémites y procedimientos, aunque con un enfoque
sectorial. Exige entre otros aspectos reconfigurar la
regulacién del silencio administrativo en el contexto
econdmico, y potenciar la administracién electréni-
ca en las tramitaciones, especialmente a fravés de
instrumentos de coordinacién administrativa como
las ventanillas Unicas.

Su trasposicién en Espafia se ha realizado mediante
una norma de alcance general como es la Ley N°
17/2009, de 23 noviembre, de libre acceso a las
actividades de servicios y su ejercicio, denominada
“ley paraguas”, a la que ha seguido una norma
de contenido mds especifico que se ha encargado
de modificar numerosas leyes para adaptar sus
requisitos, formas y procedimientos a las exigencias
comunitarias: la Ley 25/2009, de 22 de diciembre,
conocida como “Ley dmnibus”.

Estas Leyes tienen como objeto principal regular
las actividades que se desarrollan en el mercado,
que se definen, en palabras de la propia Directiva,
como “cualquier actividad econémica por cuenta
propia, prestada normalmente a cambio de una
remuneracién, contemplada en el articulo 50° del
Tratado de la Comunidad Europea”. Pese a ello, se
ha aprovechado su aprobacién para incluir algunas
normas de cardcter horizontal aplicables a todos
los procedimientos administrativos, como tendremos
oportunidad de comprobar.

Recapitulando, podemos concluir en que son dos
las lineas principales de reduccién de las cargas
burocréticas en que estamos inmersos. Ambas son
complementarias e interactéan continuamente. Una
general, omnicomprensiva, como es la progresiva
implantacién de los servicios publicos electrénicos.
Otra mds especifica pero de extraordinario alcance,
como es la reestructuracion de formas y procedi-
mientos en el dmbito de la intervencién administra-
tiva econdmica, que pasa también, en parte, por la
utilizacién de la relacién juridica electrénica. Sobre
estos dos extremos desarrollaremos la exposicién.

II. LA ADMINISTRACION ELECTRONICA

1. Introduccion

En este apartado no se pretende realizar un andlisis
exhaustivo de las relaciones juridicas electrénicas

entre la Administracién y el ciudadano. Para ello me
remito a las obras de referencia que existen sobre

este tema. Se trata simplemente de destacar las
principales aportaciones que presenta esta nueva
utilidad desde el punto de vista de la modernizacién
y agilizacién de los procedimientos administrativos,
es decir, de la reduccién de las cargas burocréticas
que afectan al ciudadano en sus relaciones habi-
tuales con la Administraciénd.

Estamos en esencia ante una herramienta horizon-
tal que sirve a todos los dmbitos de la actuacién
administrativa. De hecho, las Ultimas novedades
legislativas apuntan a la generalizacién de esta
forma de relacionarse con la Administracién. Es mds
que posible que en los préximos afios, lo que hasta
ahora ha sido un modelo de relacién secundario
pase a ser la regla general en la tramitacién de los
procedimientos administrativos.

Para ello la legislacién ha puesto las bases nece-
sarias, reconociendo el derecho del ciudadano a
relacionarse en todo caso con la Administracién por
via electrénica, y estableciendo como contrapartida
la obligacién juridica para esta Gltima de aceptar
ese modelo relacional adaptando sus procedimien-
tos a tal exigencia.

Légicamente, la implantacién efectiva de este de-
recho precisard importantes esfuerzos reguladores
y cambios sucesivos en las formas de actuacién,
amén de establecer las adaptaciones tecnolégicas
precisas y garantizar la interconexién efectiva entre
las distintas Administraciones publicas. Pero no
cabe duda de que los fundamentos ya existen y el
proceso es imparable.

2. El derecho de los ciudadanos a relacionarse
con la Administraciéon por medios teleméticos

La aspiracién de promocionar el uso de las nuevas
tecnologias en la Administracién tiene su primera plas-
macién legal en nuestro ordenamiento en la versién
originaria de la Ley N° 30/1992 de 26 de noviembre,
de régimen juridico de las Administraciones publicas y
del procedimiento administrativo comin (LRJPAC).

Su artfculo 45° dice: “Las Administraciones Pdblicas
impulsardn el empleo y aplicacién de las técnicas
y medios electrénicos, informdticos y telemdticos,
para el desarrollo de su actividad y el ejercicio de
sus competencias, con las limitaciones que a la uti-
lizacién de estos medios establecen la Constitucién
y las Leyes”. Una cléusula amplia y necesariamente
indeterminada, que puso las bases para la progresiva
tecnificacion tanto de las “back offices” (intranet) de la
Administracién, como mds recientemente de sus “front

3 Entre las obras més interesantes, por su enfoque general, podemos destacar la coordinada por VALERO TORRIJOS, J. y GAMERO
CASADO, E. La Ley de administracién electrénica. Comentario sistemdtico a la Ley 11/2007 de 22 de junio, de acceso electrénico
de los ciudadanos a los servicios publicos, Thomson Reuters-Aranzadi, 2% ed. 2009. También la ya citada de MARTINEZ
GUTIERREZ, R. Administracién publica electrénica, asi como el trabajo de CERRILLO MARTINEZ, A. Administracién electrénica,
Thomson Reuters-Aranzadi, 2007, y de VALERO TORRIOS, J El régimen juridico de la e-Administracién, Comares, Granada,
2004 (1% ed) y 2007 (2°d), entre otros. Son por ofra parte muchos los trabajos que abordan aspectos especificos o concretos
de la Administracién electrénica, algunas de las cuales se citardn a lo largo de este trabajo.
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offices” (sedes electrénicas), y por tanto, de la presta-
cién externa de servicios pUblicos electrénicos.

Complementariamente, el articulo 38° de la Ley or-
dené la informatizacién de registros y archivos, con-
templando ademds, tras la reforma efectuada por Ley
N° 24/2001 de 27 de diciembre, el establecimiento
de registros electrénicos. Esta misma reforma permitié
la notificacién electrénica al modificar el articulo 59°
e incorporar una disposicién adicional decimoctava
para regular la cuestién; ambas normas, que fueron
fundamentales para la implantacién de los primeros
procedimientos electrénicos, han sido sustituidas por
la LAE, que recoge un régimen completo y actuali-
zado de la nofificacién electrénica.

Todo este equipamiento normativo general y los
desarrollos reglamentarios y autonémicos que
siguieron, pusieron las bases para el despegue de
la Administracién electrénica en Espafia. El Gltimo
paso ha sido, precisamente, la aparicién de nue-
vos paquetes legislativos que convierten lo que era
facultativo en obligatorio. Es decir, mientras que la
normativa sefialada configuraba la administracion
electrénica como una posibilidad de relacién, la LAE
la convierte en obligatoria, declarando el derecho
del interesado a relacionarse electrénicamente con
la Administracién (articulo 6.1).

Esta legislacién es el producto de una lenta evolu-
cién de nuestro ordenamiento que tuvo en el Progra-
ma Nacional de Reformas de Espafia de 2005 uno
de sus hitos iniciales. Este Programa establecié en
su eje numero cinco, entre las prioridades de actua-
cién, el “Impulso de la Administracién electrénica”,
recomendando a las Administraciones pUblicas su
implantacién progresiva®.

En ese marco se desarrollé el Plan CONECTA para
el impulso de la Administracién electrénica hasta
2007, con el propésito de facilitar la transparencia,

eficiencia y conectividad entre las Administraciones,
y entre éstas y los ciudadanos”®. También tuvo su
importancia el Plan MODERNIZA, vigente entre
2006 y 2008, entre cuyas actuaciones destaca la
puesta en marcha de un programa de moderniza-
cién tecnolégica y simplificacién administrativa en
la Administracién General del Estado, y la creacién
de una Red de Oficinas integradas (red 060) con las
Comunidades Auténomas y los Ayuntamientos?.

Junto a estas actuaciones, el Consejo de Ministros
aprobé en el marco del PROGRAMA INGENIO
2010 el denominado Plan AVANZ@ (2005-2009),
con una dotacién econémica de 6.500 millones de
euros destinados integramente a potenciar la socie-
dad de la informacién’. Este instrumento ha sido
recientemente sustituido por el PLAN AVANZ@?2,
puesto en marcha en 2009, y cuya estrategia de
ejecucién 2011-2015 ha sido aprobada por el
Consejo de Ministros de 16 de julio de 2010. Esta
segunda fase da continuidad al Plan y actualiza sus
objetivos iniciales, con especial dedicacién ahora
a la implantacion efectiva de los servicios digitales
en las Entidades locales, en el émbito educativo y
sanitario, y en los Registros Civiles®.

Pese a todos estos esfuerzos, el desarrollo de la Ad-
ministracién electrénica es todavia insuficiente como
reconoce el predmbulo de la LAE. Sin embargo, su
derecho transitorio es concluyente al fijar umbrales
temporales para dotar de eficacia real al derecho a
relacionarse electrénicamente con la Administracién
que reconoce su articulo 6°. Esta meta debia alcan-
zarse a mds tardar a 31 de diciembre de 2009, con
la excepcién de las Administraciones autondémicas y
locales que pueden acogerse al dudoso argumento
de sus “limitaciones presupuestarias” para retrasar
su aplicacién (disposicion final tercera LAE).

Esta excepcién creemos que no estd justificada en
ningun caso para las Comunidades Auténomas, que

4 El Programa Nacional de Reformas (PNR) es la respuesta a la Estrategia de Lisboa que aprobé el Consejo Europeo de Primavera

en 2005, y que tiene como objetivo de generar mayor competitividad en el mercado interior comin. Presentado a la Comisién
Europea en octubre de 2005, constituye la referencia fundamental de la politica econémica del Gobierno a medio plazo. Estd
disefiado en torno a siete ejes de actuacién, e incluye una bateria de objetivos e indicadores que facilitardn su seguimiento y
evaluacién. que tiene como objetivo de generar mayor competitividad en el mercado interior comdn.

El Plan de Modernizacién Tecnolégica de la Administracién Piblica 2004-2007 (PLAN CONECTA) conté con 43 proyectos, entre
los que podemos destacar el e-DNI, la licitacién electrénica o el portal ciudadano.es, entre otros.

El plan unificé los més de mil teléfonos de atencién ciudadana que funcionaban hasta ese momento, asi como eliminé mads de
veinte millones de documentos en papel. Por otfra parte, se digitalizaron més de ochocientos nuevos formularios administrativos y se
crearon mds de cien nuevos servicios digitales accesibles con el nuevo DNI electrénico. Finalmente, se redisefaron y simplificaron
mds de trescientos tramites. Para profundizar en estos datos véase la sede electrénica del Ministerio de Presidencia de Espafia:
http://www.mpr.es

El Plan AVANZA fue aprobado por el Consejo de Ministros del 4 de noviembre de 2005 y forma parte de los ejes estratégicos del
Programa Nacional de Reformas. Este Plan se integra en el eje estratégico de impulso al I+D+I (Investigacién+Desarrollo+Innova
cién) que puso en marcha el Gobierno a través del PLAN INGENIO 2010. Este se desarrolla en tres actuaciones, una de ellas es el
citado Plan Avanza, al que acompaiian los programas CENIT, destinado a aumentar la colaboracién piblico-privada en 1+D+1, y
CONSOLIDER, dirigido a conseguir la excelencia investigadora. EI PLAN AVANZA contenia cuatro grandes dreas de actuacién, y la
tercera de ellas se concentra en los “servicios publicos digitales”. Pretende conseguir una Administracion Electrénica completamente
desarrollada, garantizar el derecho de ciudadanos y empresas a relacionarse electrénicamente con las Administraciones Publicas, y
transformar una educacién basada en modelos tradicionales en una cimentada en la sociedad de la informacién. Sobre el particular,
véase el Resumen Ejecutivo sobre el PLAN AVANZA, publicado en http://www.planavanza.es

El nuevo plan y su estrategia de aplicacién contiene de nuevo una seccién dedicada a los servicios piblicos digitales, para mejorar
la calidad de los servicios prestados por las Administraciones Publicas en Red; estd disponible en http://www.planavanza.es
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tienen disponibilidades financieras suficientes para
acometer esta necesaria modernizacién. En relacion
con los Entes locales, la Ley hace un llamamiento
a las Diputaciones provinciales o Administraciones
autondmicas uniprovinciales para asistir a los Mu-
nicipios, lo que resulta razonable; ahora bien, no
se entiende cémo no se ha establecido un rango
poblacional para concretar mds los niveles de exigi-
bilidad, ya que en Ayuntamientos medios o de gran
poblacién la exigencia debiera resultar plena.

Légicamente, la puesta en prdctica de este sistema
relacional precisa adaptaciones en los procedi-
mientos administrativos, muchas veces por via
reglamentaria, asi como la adecuacién de las sedes
electrénicas para convertirlas en portales seguros
y con capacidad tecnolégica para soportar las tra-
mitaciones electrénicas. Lamentablemente, todavia
hay mucho camino por recorrer para que la efec-
tividad del derecho sea plena en los tres niveles de
administracién ferritorial, y mucho mds todavia en
la administracién institucional y corporativa.

3. La necesidad de reformular los procedi-
mientos administrativos para su adaptacién a
la tramitacién electrénica

La Administracién electronica tiene un presupuesto
ineludible, como es la obligatoria adaptacién previa
de los procedimientos y su simplificacién. Dice a este
respecto el articulo 34° de la LAE que: “La aplicacién
de medios electrénicos a la gestién de los procedi-
mientos, procesos y servicios ird siempre precedida
de la realizacién de un andlisis de redisefo funcional
y simplificacién del procedimiento, proceso o servi-
cio”. Por tanto, las relaciones juridicas electrénicas
con la administracién siempre se planteardn en un
contexto de racionalizacién burocratica.

El precepto apunta para ello diversas alternativas,
como es la supresién o reduccién de la documenta-
cién que el ciudadano debe presentar en el proce-
dimiento ordinario, o su sustitucién por documentos
electrénicos que el interesado no tiene que aportar.
También recoge la necesidad de prever medios de
participacién efectiva del interesado en el procedi-
miento electrénico, garantizar la méxima transparen-
cia e informacién sobre el expediente, reducir plazos
y tiempos de respuesta, y racionalizar el trabajo y las
comunicaciones en la intranet administrativa.

En cuanto a la reduccién de plazos, no se trata
necesariamente de reducir los tiempos de presenta-
cién de documentos o de respuesta administrativa.
Probablemente esta solucion no es ni siquiera la mds
optima, puesto que en el primer caso reduciria las

garantias y derechos del ciudadano, y en el segundo
afectaria a la calidad de las resoluciones salvo en
procedimientos automatizados. Un periodo razona-
ble de deliberacion y andlisis siempre es necesario.
Sin modificaciones traumdticas, la reduccién de pla-
zos en la administracién electrénica se alcanza sobre
todo por la velocidad de transmisién documental®.

Ello no obsta, sin embargo, a que en determinados
procedimientos sea posible la reduccién especifica
de plazos de tramitacién. Por ejemplo, la Ley N°
30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector
Piblico ha establecido plazos més breves en los
procedimientos de subasta pUblica y en los proce-
dimientos dindmicos de adquisicién. Son situaciones
en que la respuesta administrativa es précticamente
automdtica y no ocasiona mermas en las garantias,
al tratarse de actos reglados. Los procedimientos
automatizados son, de hecho, terreno abonado
para este tipo de soluciones.

4. El acceso a la e-Administracién: la sede
electrénica

Conforme establece la LAE, todas las Administra-
ciones deben disponer de una sede electrénica, es
decir, un portal web en el que se centralizardn sus
relaciones juridicas electrénicas con los administra-
dos. Su articulo 10.3° establece que cada Adminis-
tracién determinard las condiciones e instrumentos
de creacion de sus sedes, por lo que cada una de
ellas debe fijar tanto sus caracteristicas como el con-
tenido del portal, y decidir cudl serd el instrumento
de creacién (Acto o Reglamento). Todo ello forma
parte de su autonomia organizativa.

Uno de los principales problemas prdcticos que
plantea la sede electrénica radica precisamente en
su reconocimiento como tal. Para eludir las impor-
tantes consecuencias derivadas de la calificacién
de una pdgina web puiblica como sede electrénica,
a menudo se ha pretendido excluir del concepto
numerosos portales web administrativos accesibles
al publico en general. El objetivo no es otro que
excluir la responsabilidad patrimonial en caso de
potenciales deficiencias de calidad de la pégina
que puedan inducir al error a los ciudadanos que
confian legitimamente en su contenido.

En mi opinién, no toda pagina web puiblica es sede
electrénica en sentido estricto. Aunque la LAE no
define el contenido minimo que la identifica, cosa
que si hacen algunas legislaciones autonémicas
como la valenciana, contiene varios principios y
normas especificas que permiten deducir algunos
aspectos de su contenido esencial'.

9  MARTINEZ GUTIERREZ, R. Administracién publica electrénica, op cit, p. 366 y ss distingue entre los procedimientos y tramites que
requieren elaboracién intelectual y aquellos que permiten un tratamiento automatizado. En estos Gltimos podrdn reducirse los plazos
con mayor facilidad. El autor pone el acento no tanto en aplicar esas reducciones, sino en hacer cumplir los plazos actuales, asf
como en generalizar la técnica del silencio positivo en los procedimientos, reduciendo las excepciones legales a la regla general.

10 Articulo 15° de la Ley N° 3/2010 de 5 de mayo, de administracién electrénica de la Comunidad Valenciana.
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Asi, de ellos se deduce que toda sede deberd
contener informacién sobre las normas y trdmites
disponibles, un registro electrénico, un tablén de
anuncios, una aplicacién para que el interesado
pueda acceder al estado de tramitacién de sus
procedimientos, asi como, acceder a documentos
y copias obrantes en los expedientes electrénicos.
También, como minimo, informacién especifica y
secciones de tramitacién para prestadores de ser-
vicios. Y todo ello de manera clara, estructurada,
precisa y en condiciones de calidad prestacional.
El Real Decreto N° 1671/2009, de 6 de noviembre,
por el que se desarrolla parcialmente la LAE ha
venido a clarificar definitivamente el contenido de
las sedes electrénicas en la Administracién Gene-
ral del Estado, tanto en relaciéon con los servicios
informativos electrénicos como documentales o
transaccionales.

El articulo 6° del Decreto establece que toda sede
electrénica dispondré del siguiente contenido in-
formativo minimo:

a) ldentificaciéon de la sede, asi como, del 6rgano
u 6rganos titulares y de los responsables de la
gestién y de los servicios puestos a disposicién
en la misma vy, en su caso, de las subsedes de
ella derivadas.

b) Informacién necesaria para la correcta utiliza-
cién de la sede incluyendo el mapa de la sede
electrénica o informacién equivalente, con
especificacién de la estructura de navegacion y
las distintas secciones disponibles, asi como la
relacionada con propiedad intelectual.

c) Servicios de asesoramiento electrénico al usuario
para la correcta utilizacién de la sede.

d) Sistema de verificacién de los certificados de la
sede, que estard accesible de forma directa y
gratuita.

e) Relacién de sistemas de firma electrénica que,
conforme a lo previsto en este Real Decreto,
sean admitidos o utilizados en la sede.

f) Normas de creacién del registro o registros
electrénicos accesibles desde la sede.

g) Informacién relacionada con la proteccién de
datos de cardcter personal, incluyendo un enlace
con la sede electrénica de la Agencia Espafiola
de Proteccién de Datos

En cuanto a los servicios que se pondran a dis-
posicion del ciudadano en la sede electrénica, el
precepto recoge como minimo los siguientes:

a) Relacién de los servicios disponibles en la sede
electrénica.

b) Carta de servicios y carta de servicios electréni-
cos.

c) Relacién de los medios electrénicos a los efectos
de notificaciones electrénicas.

d) Enlace para la formulacion de sugerencias y
quejas ante los érganos que en cada caso re-
sulten competentes.

e) Acceso, en su caso, al estado de tramitacién del
expediente.

f)  Ensu caso, publicacién de los diarios o bolefines.

g) En su caso, publicacién electrénica de actos y
comunicaciones que deban publicarse en tablén
de anuncios o edictos, indicando el cardcter
sustitutivo o complementario de la publicacién
electrénica.

h) Verificacion de los sellos electrénicos de los
érganos u organismos publicos que abarque la
sede.

i) Comprobacién de la autenticidad e integridad
de los documentos emitidos por los érganos u
organismos publicos que abarca la sede que ha-
yan sido autenticados mediante cédigo seguro
de verificacién.

i) Indicacién de la fecha y hora oficial

En puridad, toda sede electrénica debiera ser una
plataforma o portal web que proporcione todos los
servicios administrativos que pueden prestarse en
sede fisica y no requieren una actividad presencial.
Llama la atencién, sin embargo, que en algunos
apartados fundamentales, que no plantean exce-
sivos problemas en cuanto a su prestacién elec-
trénica, como la publicacién de diarios oficiales,
tablones de anuncios, etfc, el precepto utilice el
término “en su caso”, lo que parece convertir su
presencia en la sede en facultativa.

En otfro orden de cosas, es necesario apuntar que
los apartados tres a cinco del articulo 10° de la LAE
contienen una serie de requisitos o presupuestos
técnicos y materiales que debe respetar toda sede
electréonica. Son fundamentalmente exigencias
de seguridad técnica en las comunicaciones, asf
como, presupuestos y condiciones para publicar
informacién, prestar servicios electrénicos, y realizar
transacciones telemdticas.

Todo lo anterior no significa, sin embargo, que otras
pdginas web que no sean propiamente sede en el
sentido apuntado determinen una exencién total de
responsabilidad. No se les podrd exigir el contenido
indicado, pero si que la informacién que propor-
cionen sea veraz y actualizada. Si la Administracién
no puede realizar un adecuado mantenimiento e
integracién de contenidos en sus pdginas web, lo
mejor que puede hacer es, o no utilizar esta posi-
bilidad, o incorporar en ellas sélo la informacién
de la que se pueda responsabilizar.

Por otra parte, es muy importante garantizar la igual-
dad en el acceso a la sede electrénica, puesto que,
no todos los ciudadanos estdn en condiciones de
acceder o utilizar las nuevas tecnologias en los mis-
mos términos y posibilidades. Por ello, la legislacién
espanola, tanto estatal como regional, ha previsto
puntos de acceso electrénico bajo la atencién perso-
nalizada de funcionarios, o con el formato de “caje-
ros automdticos” de auto-administracién que facilitan
el acceso a la sede a cualquier ciudadano.
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La Ley N° 3/2010 de 5 de mayo de Administracién
electrénica de la Comunidad Valenciana prevé
incluso que estos “cajeros automdticos” se sitGen
fuera de la sede fisica de la Administracién, y por
tanto en la via publica, con las suficientes garantias
de seguridad. Esta posibilidad permite por ejemplo
presentar documentos electréonicos durante las
veinticuatro horas del dia en el registro de la sede
electrénica, lo que seria imposible si el cajero estu-
viera situado en el interior de la sede fisica.

Finalmente, hay que indicar que las sedes elec-
trénicas deben ser accesibles para las personas
con discapacidad. El Real Decreto N° 1494/2007
de 12 de noviembre, que aprueba el Reglamento
sobre las condiciones bésicas para el acceso de
las personas con discapacidad a las tecnologias,
productos y servicios relacionados con la sociedad
de la informacién y medios de comunicacién social,
incorpora a nuestro ordenamiento las exigencias y
criterios normalizados internacionales.

Estos estdndares son de obligado cumplimiento
para todas las Administraciones en sus sedes elec-
trénicas, asi como en las pdginas webs privadas que
pretendan obtener financiacién puiblica. Estamos
ante normativa bdsica, puesto que se posiciona
directamente como desarrollo del articulo 4° de

la LAE'.

Existen tres niveles de accesibilidad en el estdndar
internacional: bdsico (A), medio (AA) y alto (AAA),
que se corresponden con los niveles uno a tres
que prevé la normativa esparola. (NORMA UNE
139803:2004). Cada nivel se establece en funcién
de determinados criterios de accesibilidad (checkpo-
ints). La transitoria Unica del Real Decreto define los
plazos de adaptacién de las Sedes publicas o con
financiaciéon publica a estos criterios.

Las nuevas deben ajustarse a la prioridad 1 (bésico)
desde su confeccién; las anteriores al Decreto, a la
misma prioridad en el plazo de seis meses desde
su enfrada en vigor. Todas cumplirdn la prioridad

2 (medio) desde diciembre de 2008. Lamentable-
mente, sélo un porcentaje no superior al 15% de
las webs publicas de la Administracién General
del Estado cumplen con estos pardmetros en la
actualidad'?.

5. El expediente electrénico

5.1. Formacién e integracién del expediente:
los documentos electrénicos administrativos y
de parte

La mera existencia de un expediente integrado
telemdticamente constituye en si mismo un factor
esencial para la simplificacién y agilizacién de las
tramitaciones administrativas. El expediente electré-
nico, como cualquier expediente fisico, se compone
de una serie de actos de trdmite administrativos y
de parte que culminardn en una Resolucién Admi-
nistrativa definitiva.

Como destaca el articulo 53° del Real Decreto
N° 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se
desarrolla parcialmente la LAE, la formacién del ex-
pediente electrénico es responsabilidad del 6rgano
competente segin la normativa organizativa de la
Administracién correspondiente, que puede ser el
que tramita el expediente u otro instrumental.

Para garantizar la interoperatividad del expediente,
lo que es esencial para el intercambio electrénico
documental, éste debe construirse y gestionarse
conforme a los estdndares técnicos fijados en el
Esquema Nacional de Interoperabilidad'. Junto a
ello, es imprescindible garantizar la seguridad en
la manipulacién de datos y gestion del expediente
electrénico, lo que se pretende lograr a través de los
protocolos y mecanismos previstos en el Esquema
Nacional de Seguridad'.

La principal particularidad de los documentos
electrénicos que integran un expediente de estas
caracteristicas radica en la necesidad de su auten-
ticacién; para ello es necesario que el documento
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Asimismo, respecto a la lengua de signos, las citadas pdginas de internet tendrdn en cuenta lo dispuesto en la Ley 27/2007 de
23 de octubre, por la que se reconocen las lenguas de signos espafiolas y se regulan los medios de apoyo a la comunicacién
oral de las personas sordas.

En el informe del Consejo Superior de Administracién Electrénica: “Las tecnologias de la informacién y las comunicaciones en
las Administraciones Pdblicas, IRIA 2008”, disponible en su pagina web: http://www.csi.map.es, se pone de manifiesto que el
porcentaje de portales de la Administracién del Estado con accesibilidad para discapacitados es del 13%. En la Administracién
local la situacién es sin embargo mejor, puesto que las Diputaciones provinciales y Cabildos tienen sus webs adaptadas en un
82% de los casos. Los Municipios de mds de 500.000 habitantes todos ellos, y entre 100.000 y 500.000 habitantes un 83%.
Los porcentajes se van reduciendo conforme el nimero de habitantes es menor, pero incluso en los municipios mds pequefios,
con poblaciones entre los 500 y 1000 habitantes el porcentaje de webs accesibles se sitéa en el 50%. El informe no dispone de
datos sobre la situacién en las Comunidades Auténomas.

El Esquema Nacional de Interoperatividad esté regulado en el Real Decreto 4/2010, de 8 de enero. Integra un conjunto de criterios
y recomendaciones de seguridad, normalizacién y conservacién de la informacién, de los formatos y de las aplicaciones, que
deben tenerse en cuenta por las Administraciones pUblicas para asegurar un adecuado nivel de interoperabilidad organizativa y
técnica de los datos, informaciones y servicios. Entre sus principales objetivos estd garantizar el cumplimiento de las exigencias
que se derivan de los principios de neutralidad tecnolégica e interoperatividad que recoge la LAE.

El Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad en el dmbito de la Administracién
Electrénica. Se trata de un conjunto de principios y requisitos minimos que se precisan para una proteccién adecuada de la
informacién telemdtica. Es de obligatoria aplicacién por las Administraciones pUblicas para asegurar el acceso, integridad,
disponibilidad, autenticidad, confidencialidad, trazabilidad y conservacién de los datos, informaciones y servicios.
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sea firmado fehacientemente por el ciudadano
(identificacién), y que el firmante acepte y reconozca
su contenido, que ha de ser integro (autenticacién
propiamente dicha). Estas exigencias requieren
una serie de garantias técnicas que proporciona la
firma electrénica'®, bien sea comin, avanzada o
reconocida, y que afectan tanto a los documentos
administrativos, que también precisan firma, como a
los de parte, para los que la normativa normalmente
exige firma avanzada reconocida'.

Explicar el régimen juridico del expediente electré-
nico, su conservacioén, integridad, los documentos
resultantes, la firma electrénica, o incluso el sistema
de registro electrénico, nos llevaria a un andlisis
extenso imposible atendiendo al alcance de este
trabajo, Por ello, simplemente destacaremos al-
gunos aspectos que inciden especificamente en la
rapidez y agilidad de las tramitaciones que permite
este formato.

En primer término, el expediente electrénico permite
al ciudadano un mayor nivel de conocimiento y una
mayor inmediatez en el servicio informativo. Las
sedes electrénicas informan de normativas y proce-
dimientos, pero su obligacién no acaba ahi cuando
en su seno se tramitan expedientes electrénicos. En
este caso la sede debe incluir una utilidad o seccién
que permita el acceso continuado e inmediato del
interesado para conocer el estado de tramitacién
del expediente, con al menos la relacién integra de
los actos de trdmite realizados y un resumen sucinto
de su contenido y alcance. Ademds, la sede puede
habilitar la utilidad de obtener copias electrénicas
de los documentos que lo integran'’.

Otra utilidad de la tramitacién electrénica de los
expedientes administrativos radica en la puesta
a disposicién del interesado en sede electrénica
de documentos normalizados adaptados a cada
procedimiento. El documento normalizado per-
mite al menos dos cosas: de un lado, facilita la

presentacion electrénica de los escritos del ciuda-
dano, garantizando su correccién; de otro, permite
almacenar en los servidores de la Administracion
Unicamente los datos que el interesado aporta,
incorporéndolos a un archivo electrénico con eco-
nomia de medios'®.

No cabe duda, por otra parte, que un avance
extraordinario en términos de rapidez y simplifi-
cacién son los expedientes automatizados. Los
procedimientos administrativos telematicos pueden
en muchos casos tramitarse sin intervencién de
ningun funcionario; para ello, basta con disefiar
el programa informdtico de tal manera que pueda
prever todas las alternativas posibles para dictar la
resolucién correspondiente.

La automatizacién, de hecho, esté presente en ma-
yor o menor medida en todos los procedimientos
electrénicos. Si un ciudadano presenta un docu-
mento en un registro electrénico estd generando de
hecho un acto de parte automatizado, asi como al
menos un Acto Administrativo también de este tipo,
puesto que ningUn funcionario estd recibiendo ese
documento; el interesado obtiene un recibo de la
presentaciéon, que no es otra cosa que un acto de
tramite automatizado.

Pero la automatizacién no queda ahi, sino que
algunos procedimientos pueden disefiarse integra-
mente asf, desde su inicio hasta su Resolucién. Esta
opcién es relativamente sencilla en procedimientos
de naturaleza reglada, pero no es imposible en
procedimientos que conlleven algin grado de
discrecionalidad cuando la aplicacién informdtica
pueda discriminar los datos aportados por el intere-
sado, y optar entre las distintas alternativas posibles
por la més adecuada en funcién de los pardmetros
previamente introducidos.

En conclusién, las relaciones juridicas electrénicas
que conforman un expediente electrénico son per-
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Un andlisis defallado de la firma electrénica puede verse en MARTINEZ NADAL, D. Comentarios a la Ley 59/2003 de firma
electrénica, Thomson-Civitas, Madrid, 2004. Mds recientemente, puede consultarse ORTEGA DIAZ, J.F. La firma y el contrato de
certificacién electrénica, Thomson Reuters-Aranzadi, Pamplona, 2008.

Segun dispone el articulo 41.2 del Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la LAE:
“Los documentos administrativos electrénicos deberdn, ademds de cumplir las anteriores condiciones, haber sido expedidos y
firmados electrénicamente mediante los sistemas de firma previstos en los articulos 18°y 19° de la Ley 11/2007, de 22 de junio,
y ajustarse a los requisitos de validez previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre”.

Para un mejor seguimiento de los procedimientos, resulta a nuestro juicio imprescindible que las distintas Administraciones
territoriales establezcan las medidas necesarias para adaptar sus pdginas webs de manera que resulte posible un acceso continuado
del interesado al estado de su expediente. Es perfectamente posible que el usuario disponga de informacién actualizada sobre
la situacién de su expediente, los tramites realizados, y los pendientes de realizar. Puede recibir ademds avisos mediante e-mail u
otras férmulas telemdticas (i.e. sms) en relacién con los avances producidos en la tramitacién. En los procedimientos tramitados
de forma presencial, asi como en los tramitados parcialmente en forma electrénica, la Administracién puede facilitar al interesado
un acceso en la sede electrénica para que pueda conocer el estado de tramitacién, pero las exigencias informativas son en este
caso mds limitadas, puesto que, basta con informar del trdmite y de la autoridad competente.

Los datos aportados por el interesado son los que se digitalizan y almacenan, no el conjunto de campos y datos que integran el
documento formulario y que éste no necesariamente rellena. Pensemos por ejemplo en una declaracién telemdtica del impuesto
de la renta de las personas fisicas. El documento contiene muchisimos datos, casillas, etc, de los cuales el ciudadano sélo rellena
algunos. Evidentemente, sélo estos se codifican y archivan, porque la conservacién integra, ademds de redundante e innecesaria,
supondria un consumo masivo de recursos de almacenamiento. En el caso de que posteriormente dicho documento deba ser
reconstruido e incluso elaborada una copia fisica (por ejemplo, para su remisién a un juzgado en un expediente de naturaleza
tributaria), basta con recomponerlo integramente y remitirlo con firma electrénica.
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fectamente vdlidas, acreditan su integridad, son
seguras y tienen plena eficacia juridica, y todo ello
generalmente con mayor rapidez y eficacia que las
tramitaciones ordinarias.

5.2. El derecho a no aportar al expediente
electrénico documentos que obren en poder
de la Administracion

Uno de los principales avances que permite la
administracién electrénica radica en facilitar la
efectividad del derecho de los ciudadanos a que
no se les requiera la aportacién de documentos
administrativos que ya obren en poder de la Admi-
nistracién. Esta utilidad puede extenderse incluso al
intercambio documental entre Administraciones di-
ferentes, previo convenio. Es desde luego un aspecto
fundamental para reducir las cargas burocrdticas
que asolan al ciudadano y le obligan a menudo a
peregrinar ante diferentes Administraciones reca-
bando documentos, certificaciones, sellos, etc, para
tramitar sus procedimientos.

El derecho estd recogido con cardcter general en
el articulo 35.f LRJPAC, y especificamente en el
dmbito de las sedes electrénicas y para la trami-
taciéon telemdtica de procedimientos en el articulo
6.2.b, LAE.

Este reconocimiento se complementa con otras pre-
visiones importantes. Asi, el articulo. 4.1.c LRIPAC
obliga a las Administraciones publicas a facilitar la
informacién que precisen el resto de Administracio-
nes, y el 78.1 de la misma Ley, sobre instruccién de
procedimientos, recoge el principio de impulsién de
oficio de los expedientes, lo que incluye recabar los
documentos necesarios para su tramitacién. Para la
actividad en sede electrénica, el articulo 27.7° de la
LAE sitGa como preferentes los medios electréonicos
en las comunicaciones interadministrativas, y el
articulo 20° reconoce la validez y autenticacién de
los documentos transmitidos en intranet.

Finalmente, el Real Decreto N° 1671/2009, de 6 de
noviembre, por el que se desarrolla parcialmente la
LAE, proporciona reglas de aplicacién concretas para
hacer efectivo este derecho en el dmbito de la Adminis-
tracién del Estado, tanto en relacién con sus érganos
como con sus organismos descentralizados.

Para empezar, en relacién con los expedientes que
se tramitan integramente en el seno de la Adminis-
tracién estatal, el consentimiento para la transmisién
de datos entre sus érganos internos se recabard
del interesado informdndole previamente de que
su emisién supone habilitar al érgano u organismo

para recabar los datos o documentos necesarios de
aquellas dependencias donde se encuentren. No se
trata l6gicamente de un consentimiento general, ya
que sélo operard en el marco del expediente concre-
to que se estd framitando. El consentimiento ademds
es libremente revocable en cualquier momento.

La transmisién de los datos por parte del érgano
cedente serd electrénica y lo tendrd que hacer en
los plazos que se determinen reglamentariamente,
que no podrdn ser superiores a diez dias. Si el 6r-
gano que framita el expediente no puede obtener
esos datos o documentos por la razén que fuere, lo
debe comunicar al interesado indicandole la causa
y proporciondndole un plazo razonable para que
los aporte personalmente. En cualquier caso, el in-
teresado puede interponer queja conforme prevé el
Real Decreto 951/2005, de 29 de julio, por el que
se establece el marco general para la mejora de la
calidad en la Administracién General del Estado.

Mayores dificultades presenta la transmisién de
datos entre Administraciones pUblicas. Para este
supuesto el Real Decreto, consciente de la necesidad
de promover esta utilidad para dar cumplimiento
al articulo 9 de la LAE, ordena a la Administracion
General del Estado y sus organismos puUblicos
promover acuerdos o convenios con las restantes
Administraciones, para concretar los procedimientos
de relacién necesarios y hacer efectivo el derecho
con las suficientes garantias'®.

El limite para estos intercambios estd en la Ley Or-
génica 15/1999, de 13 de diciembre, de Proteccién
de Datos de Cardcter Personal, cuyo Reglamento
de desarrollo no aporta mucho mds a este tema
(Real Decreto 1720/2007 de 21 de diciembre).
Lo fundamental es conjugar dos elementos, como
es la existencia de consentimiento por parte del
interesado, y la valoracién del fin de la obtencién
de datos.

El consentimiento no es en principio necesario si la
transmisién tiene como objeto ejercer competencias
que versen sobre las mismas materias que motivaron
la recogida inicial de los datos; en caso de materias
distintas, el consentimiento si lo es, aunque puede
ser electrénico.

Tampoco es necesario el consentimiento cuando los
datos se recogieron precisamente para transferirse.
Los registros administrativos estdn interconectados
(art. 38.4 LRIPAC) y los ciudadanos pueden presentar
vdlidamente escritos en una administracién con desti-
no a otra, siempre que exista convenio entre ambas.
Aquf la Administracién que recibe el dato tiene una

19 El articulo 9° establece que para hacer efectivo el derecho del articulo 6.2.b de la Ley todas las administraciones deben facilitar
al resto los datos de los interesados que obren en su poder en soporte electrénico. Para ello deben especificarse las condiciones
protocolos y criterios técnicos de acceso, y garantizar que éste se realiza con las maximas garantias de seguridad, integridad y
disponibilidad, conforme a la normativa sobre proteccién de datos. El acceso a los datos se limitard sin embargo a aquellos que
expresamente son requeridos en las tramitaciones correspondientes, de acuerdo a su normativa reguladora.
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funcién meramente instrumental, sélo lo hace llegar
a la que figura como destinataria del escrito.

En los casos de acceso directo, por ejemplo para
verificar datos como la identidad o la residencia de
un ciudadano a través de redes de comunicacién
interadministrativas, a las que las Administraciones
se adhieren mediante convenio, la transmisién
siempre estard justificada si el procedimiento lo
inicié el interesado, puesto que, supone aceptacién
t4cita de que se recaben esos datos. En los de oficio,
deberdn seguirse las reglas generales expuestas, es
decir, ver la finalidad para la que se recaban y para
la que se obtuvieron, y en su caso la constancia del
consentimiento®.

Las redes de interconexién entre los sistemas de
informacién de las Administraciones pUblicas son un
instrumento muy importante para el infercambio de
documentos. Ademds de la RED SARA (Red de Sis-
temas, Aplicaciones y Redes para Administraciones),
que es el portal principal de acceso que proporciona
la Administracién General del Estado, en este momen-
to existen varias redes en funcionamiento disefadas
para prestar servicios de intercambio de informacién
a las Administraciones que se adhieran?'.

Asi, tenemos la RED DE DATOS DE IDENTIDAD Y
RESIDENCIA, gracias a la que los ciudadanos ya no
tienen que aportar copia de su documento nacional
de identidad o certificaciones de empadronamiento
en los procedimientos correspondientes. Junto a
ésta, contamos también con la PLATAFORMA DE
VALIDACION Y FIRMA ELECTRONICA (AFIRMA),
el SISTEMA DE NOTIFICACIONES TELEMATICAS
SEGURAS Y DE DIRECCION ELECTRONICA, y el
SERVICIO DE COMUNICACION DE CAMBIO DE
DOMICILIO PARA LAADMINISTRACION GENERAL
DEL ESTADO.

Algunas legislaciones regionales han creado
mecanismos técnicos interesantes para facilitar el
intercambio efectivo de informacién. Por ejemplo,
la reciente Ley N° 3/2010 de 5 de mayo de Admi-
nistracién electrénica de la Comunidad Valenciana,
ha creado la llamada “carpeta personal electrénica”

(articulo 34°); una utilidad que debe instalarse en
todas las sedes electrénicas de las Administraciones,
6rganos o entidades puUblicas de la Comunidad.
Consiste bdsicamente reservar un espacio de al-
macenamiento accesible en linea para conservar
los diferentes documentos electrénicos generados
tanto por el ciudadano como por la Administracién
titular de la Sede.

La Ley califica esta aplicacién como un “servicio
publico de la sede electrénica”, lo que conlleva una
obligacién de mantenimiento, gestién y asuncién
de responsabilidades del méximo nivel en cuanto a
su correcto funcionamiento y proteccién de datos.
En esa carpeta podrdn archivarse, conservarse,
gestionarse y poner a disposicién de terceros
todos los documentos electrénicos relativos a la
esfera de interés del ciudadano. Al disponer de
tales documentos en linea, pueden ser facilmente
intercambiados por la Administracién titular de la
sede electrénica, asi como cederlos a otras Admi-
nistraciones para la tramitacién de los expedientes
en los que se requieran, con las garantias expuestas
en materia de proteccién de datos personales.

El interesado en todo momento puede controlar
auténomamente y con confidencialidad el conte-
nido de la carpeta, determinando qué documentos
puede contener y las condiciones de uso y cesién en
el marco de las diferentes relaciones electrénicas.
Consentimiento y condiciones que pueden revocar-
se o modificarse en cualquier momento.

5.3. La notificacién electrénica

Mencién aparte merece la noftificacién electrénica
como mecanismo de simplificacién procedimental.
El ciudadano puede ser notificado por medios
telemdticos siempre que lo haya autorizado pre-
viamente, autorizacién que se entiende implicita
si ha iniciado el expediente precisamente por via
electrénica. La notificacién por estos medios es mds
eficiente que la presencial por muchas razones,
pero fundamentalmente por su inmediatez y por lo
innecesario de utilizar agentes interpuestos (servicios
de correos, mensajeria, etc).

20 Sobre el régimen y condiciones de transmisién de datos elecirénicos, desde el punto de vista de su proteccién, véase el reciente
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trabajo de W.AA. La proteccién de datos en la Administracién electrénica, Thomson Reuters-Aranzadi. 2009. También el interesante
andlisis de MARTINEZ GUTIERREZ, R. Administracién pdblica electrénica, op cit, p. 359 y ss.

Las redes de comunicaciones de las Administraciones espafiolas vienen reguladas en el arficulo 43° de la LAE, con el objeto
de interconectar los sistemas de informacién de todas las Administraciones territoriales espafiolas y comunitarias, y permitir el
intercambio de informacién y servicios entre ellas. En aplicacién de esta prevision se ha creado la red SARA, asi como el resto
de redes a las que este portal da acceso. El Real Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de
Interoperabilidad establece en su articulo 13 que “Al objeto de satisfacer lo previsto en el articulo 43° de la Ley 11/2007, de 22 de
junio, las Administraciones publicas utilizardn preferentemente la Red de comunicaciones de las Administraciones Piblicas espafiolas
para comunicarse entre si, para lo cual conectardn a la misma, bien sus respectivas redes, bien sus nodos de interoperabilidad,
de forma que se facilite el intercambio de informacién y de servicios entre las mismas, asi como la interconexién con las redes de
las Instituciones de la Unién Europea y de otros Estados miembros.” Dice también que “La Red SARA prestard la citada Red de
comunicaciones de las Administraciones pUblicas espariolas”. En su articulo 14°, finalmente, dispone que “Las Administraciones
publicas aplicarén el Plan de direccionamiento e interconexién de redes en la Administracién, aprobado por el Consejo Superior
de Administracién Electrénica, para su interconexién a través de las redes de comunicaciones de las Administraciones Publicas”.
A través de esta red puede ademds accederse a la red europea, denominada Red STESTA.
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Asi, cuando el ciudadano ha designado este medio
como preferente (articulo 39.3 LRIPAC, sustituido
actualmente por el 28.1 LAE), la Administracién
le enviard un mensaje electrénico por el canal
que haya precisado, o en algunos procedimientos
pondrd a su disposiciéon el documento electrénico
para su acceso en la sede electrénica.

El Real Decreto N° 1671/2009, de 6 de noviembre,
por el que se desarrolla parcialmente la LAE detalla
el régimen de la notificacién electrénica y establece
los diferentes canales que permiten realizarla. El
interesado puede indicar como domicilio electrénico
a efecto de notificaciones una direccién electrénica
habilitada (requiere firma electrénica avanzada vy
reconocida), un sistema de correo electrénico con
acuse de recibo que garantice la recepcién, la com-
parecencia electrénica en una seccién de la sede
electrénica de la Administraciéon correspondiente,
o cualquier otro medio de recepcién electrénica
que garantice la constancia de la recepcién del
documento (articulo 35°).

Para garantizar el conocimiento efectivo del do-
cumento notificado, e impedir que el interesado
simplemente no acceda voluntariamente a la infor-
macién, la Ley equipara esta situacién al rechazo de
la notificacién fisica, de manera que si la Resolucién
es puesta a disposicién del interesado y en el plazo
de diez dias naturales no accede al documento, se
considerard que lo ha rechazado (articulo 28.3°
LAE). La legislacién no prevé una publicacién sustitu-
tiva ni tampoco un segundo intento de noftificacién.
Tampoco exige un sistema de comunicacién o aviso
alternativo, como podria ser un mensaije telefénico
automdtico, un correo electrénico, u otros?2.

Sélo si el interesado acredita la imposibilidad
técnica o material de recibir la notificacién esta
solucién de rechazo decaeria. Esta circunstancia
puede darse por problemas en el propio servidor

de la Administracién, o también por situaciones de
caida general de la red para toda la poblacién.
Algun autor apunta también a causas subjetivas,
como puede ser la imposibilidad fisica del intere-
sado de acceder a la sede electrénica por razones
no informdticas sino personales?.

I1l. LA DIRECTIVA SERVICIOS Y SU TRANSPOSICION
EN EsPANA

1. Introduccién

La Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, rela-
tiva a los servicios en el mercado interior, pretende
garantizar entre otros obijetivos la libertad de esta-
blecimiento y prestacién de servicios en la Unién
Europea. Uno de sus ejes principales es la simpli-
ficacion administrativa, de manera que impone a
los Estados miembros simplificar los procedimientos
y trémites aplicables al acceso a actividades de
servicios y a su ejercicio?.

La creacién de empresas y la prestacién de servicios
estd plagada de obstdculos juridicos y administra-
tivos. La Comunidad Europea pretende superarlos
y armonizar la regulacién en esta materia en todos
los pafses comunitarios, lo que contribuird sin duda
a perfeccionar el funcionamiento del mercado Gni-
co, incrementar su competitividad, y depurarlo de
discriminaciones?.

La simplificacién de los trdmites administrativos es
por otra parte un objetivo de politica econémica y
una prioridad estratégica. Los procedimientos no
deben tener un cardcter disuasorio ni complicar o
refrasar innecesariamente la prestacion del servi-
cio?. De ahi que la Directiva exija que los Estados
modifiquen sus normativas y reduzcan los procedi-
mientos y gastos innecesarios, sobre la base de un
criterio de razonabilidad y proporcionalidad. Crear

22 GAMERO CASADO “Notificaciones telemdticas”, Bosch, Barcelona, 2005, p. 224, entiende que la publicacién sustitutiva serfa

razonable por razones de seguridad juridica.

23 Sobre el particular, véase VALERO TORRIJOS, J. El régimen juridico de la e-administracién, Comares, Granada, 2° ed, 2007, p.

179y ss.

24 Esta Directiva se enmarca en la denominada “Estrategia de Lisboa”, que vino a cumplimentar una peticién del Consejo Europeo

25

26

(a la Comisién) para elaborar una politica comunitaria dirigida a suprimir obstéculos a la libertad de establecimiento de los
prestadores de servicios.

Existe el compromiso del Estado espafol, asumido en mayo de 2007 en sede Comunitaria, de reducir en al menos un 25% las
trabas administrativas actuales que soportan las empresas antes de 2012. Dichas limitaciones y obstéculos alcanzan tanto a los
procedimientos en s mismos como a los plazos para su tramitacién, asf como los costes asociados a los mismos.

Los costes de tramitacién para la constitucién de empresas son especialmente gravosos en Espafia, lo que nos sitGa en una
posicién competitiva inferior en el dmbito comunitario. Segun datos provisionales elaborados en Octubre de 2007, recogidos
por AEVAL (Agencia Estatal de Evaluacién de las Politicas Piblicas y de la Calidad de los Servicios), la creacién de una empresa
en la Unién europea cuesta como media 485 euros, mientras que en Espafa esta cantidad asciende a 688 euros; estos datos
se refieren a los trdmites necesarios para constituir la personalidad juridica de la empresa, ya que el resto de costes son muy
variables en funcién del tipo de actividad a desarrollar (tasas, impuestos directos, coste de proyectos, estudios ambientales, etc).
Segun datos del Banco Mundial la cantidad indicada seria ligeramente superior: unos 699 euros. AEVAL calcula que entre el 51
y 80% del coste total es imputable a las administraciones regionales y locales por la repercusién que sus tasas y gastos comportan
en la iniciativa empresarial. Las exigencias formales y documentales pueden variar bastante en esos niveles territoriales, lo que
redunda en una gran oscilacién en los costes en las distintas Comunidades auténomas y poblaciones; por consiguiente, es muy
dificil determinar una pauta media a estos efectos. Fuente. Informe: “Trdmites administrativos para la creacién de empresas en
Espaia” (AEVAL)
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ventanillas Gnicas fisicas o telemdticas, y generali-
zar los procedimientos electrénicos, completan la
estrategia?’.

La incorporacién al ordenamiento espafol de esta
Directiva se ha realizado en primer término a través
de una Ley de carécter horizontal, que pretende
constituir un marco general comin para todas las
actividades de servicio, blinddndolas frente a nor-
mativas sectoriales que pudieran soslayar los prin-
cipios fundamentales del nuevo modelo. La Ley N°
17/2009 de 23 de noviembre, de libre acceso a las
actividades de servicios y su ejercicio, denominada
“Ley paraguas”, asume por consiguiente la tarea
de eliminar las trabas burocréticas innecesarias en
este importantisimo sector.

Esta Ley ha tenido su complemento necesario en la
Ley N°25/2009 de 22 de diciembre, “Ley omnibus”,
que facilita la aplicacién concreta de sus principios
a los diferentes sectores econémicos. De lo que se
trata es de permitir a los emprendedores la entrada
en los diferentes sectores de actividad sin excesivas
trabas, y llevar a efecto con mayor rigor el principio
comunitario de libertad de establecimiento. Que no
sean las limitaciones y restricciones administrativas y
procedimentales las que desanimen al emprendedor
a incorporarse al mercado.

2. Reestructuraciéon y simplificaciéon de proce-
dimientos

Las Leyes “paraguas” y “émnibus” exigen repensar
todos los procedimientos actuales para reestructu-
rarlos en la linea de reducir los trémites existentes.

En primer término, se plantea una regla general
que sélo admitird excepciones expresamente justi-
ficadas, como es que los controles de acceso a la
actividad “ex ante” quedan suprimidos, trasladén-
dose la intervenciéon administrativa a un momento
“ex post”, es decir, una vez iniciada la actividad, y
a los efectos de la mera comprobacién de que su
funcionamiento es correcto.

Desaparece por tanto en la inmensa mayoria de los
procedimientos la autorizacién previa a la apertura;
el ciudadano puede iniciar la actividad simplemente
con una comunicacién a la autoridad competente o
una declaracién responsable, en la que se justificard
el cumplimiento de la normativa general y sectorial.

La Administracién podrd o en su caso deberd, segin
el tipo de procedimiento, comprobar mediante visita
e informe o acta de comprobacién favorable que
tales requisitos se cumplen. Todo esto, légicamente,
precisa de las adaptaciones normativas y aplicativas
correspondientes?.

La “Ley &mnibus” ha sido de hecho un primer paso
en esta direccién, pero el trabajo no finaliza ahtf,
puesto que es necesario adaptar las normativas
legales y reglamentarias, tanto estatales como
autonémicas y locales, que todavia disefian nu-
merosisimos procedimientos conforme al modelo
tradicional. Es necesario identificar y evaluar todos
esos procedimientos bajo el prisma de la Direc-
tiva (test de necesidad, test de proporcionalidad,
existencia de requisitos prohibidos, efc), y acto
seguido realizar las reformas necesarias y poner-
las en préctica. El verdadero problema esté sobre
todo en el nivel reglamentario por su volumen vy
complejidad.

En el dmbito de la Administracién General del Esta-
do, el 12 de junio de 2009 se aprobé por el Consejo
de Ministros un Acuerdo sobre adecuacion de la
normativa estatal reglamentaria a la Ley 17/2009
de 23 de noviembre, que definié los Reales Decretos
que debian ser modificados y concedié a esta tarea
cardcter prioritario. Posteriormente se han incluido
mds Reales Decretos y érdenes ministeriales al lis-
tado. En las Comunidades Auténomas las reformas
estdn siendo también intensas, aunque en el dmbito
local las adaptaciones son mds lentas.

Los Ayuntamientos, mdas de 8.000 en Espafia, son
muy diversos. Mientras que algunos superan am-
pliamente el millén de habitantes, muchos otros
apenas alcanzan los 500. Evidentemente, la tarea a
realizar para adaptar sus ordenanzas es fuertemente
asimétrica, puesto que los medios y capacidades de
unos y otros no son en absoluto comparables.

La intervencion de las Comunidades Auténomas
y de las Diputaciones Provinciales se muestra
asi esencial para asistir y apoyar a los pequefos
municipios en su adaptacién. En la practica, atn
cuando estas normativas no se modifiquen a tiempo
o convenientemente, debido a su rango reglamen-
tario devendran en inaplicables aquellas exigencias
procedimentales que choquen con la legislacién que
estamos considerando.

27 Ademds, se establece un limite cuantitativo que parece conducir a la configuracién legal de las tasas, cuyo importe no puede en
ningln caso exceder del coste asociado a la tramitacién. (articulo 13.2° de la Directiva).

28 En la prdctica, sobre todo en el dmbito local, no eran pocas las ocasiones en que por la via de los hechos esta misma situacién se
terminaba produciendo. Es decir, ante la lentitud de los servicios administrativos para conceder las correspondientes licencias y para
realizar la visita y comprobacién favorable (requisitos ambos necesarios para poder iniciar la actividad), muchos emprendedores,
tras presentar la solicitud y proyecto correspondiente, no esperaban a dichos pronunciamientos sino que iniciaban la actividad.
Se exponian con ello, l6gicamente, a la apertura de expediente sancionador e incluso a la adopcién de la medida cautelar
de cierre del establecimiento. Con el nuevo modelo se elimina lo que era un control meramente reduplicativo, puesto que la
Administracién comprobaba primero sobre el papel la correccién de la solicitud y documentacién aportada (documentacién
identificativa, proyectos de apertura, autorizaciones sectoriales previas, etc), y luego visitaba la actividad para comprobar que en
realidad se habia cumplido lo que sobre el papel parecia cumplir la legalidad.
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En el “Informe ejecutivo sobre la trasposicién de la
Directiva de Servicios en Espafia”, de 29 de abril
de 2010, se destaca que la reforma que se estd
acometiendo eliminard 116 procedimientos de
autorizacién sélo en el marco de la Administracién
General del Estado, unos 633 en el nivel autoné-
mico, y muchos mds en el dmbito local. Ademds,
todo ello supondré la eliminacion de 594 requisitos
sustantivos de entrada a las diferentes actividades
que ahora mismo se exigen (régimen de incompa-
tibilidades, restricciones derivadas de normativas
colegiales —colegios profesionales-, inscripciones
previas en registros administrativos, etc.) %’

Por otra parte, al margen de la supresién de trami-
tes, la Directiva aborda otro asunto importante para
la reduccién de las cargas burocrdticas que afectan
a este tipo de actividades, como son los plazos de
tramitacién. Estos deben ser dgiles para evitar di-
laciones indebidas en la creacién y funcionamiento
de las empresas. El articulo 12.3 dispone al efecto
que “los procedimientos y trémites de autorizacién
deberdn ser adecuados para garantizar a los in-
teresados que se dé curso a su solicitud lo antes
posible, y en cualquier caso, dentro de un plazo
de respuesta razonable, fijado y hecho piblico con
antelacién”. Se impone por tanto una reduccién
importante, ya que la situacién en Espafia estd lejos
de ser satisfactoria®.

La Agencia Estatal para la Evaluacién de las Polfticas
Publicas y la Calidad de los Servicios (AEVAL), vincu-
lada al Ministerio de las Administraciones Publicas,
sefalaba en su informe-evaluacién sobre “Tramites
administrativos para la creacién de empresas en
Espana”, que: “el tiempo es el elemento més im-
portante como obstéculo a la creacién de empresas
puesto que produce aumentos en los costes de
oportunidad de la nueva empresa, en el coste del
inmovilizado y en el lucro cesante. Es el indicador
mds potente para sefalar las trabas impuestas por
la tramitacién administrativa para la creacién de
empresas”. Por tanto, lo mds gravoso no es tanto
la existencia de varios trémites necesarios para su

constitucién, sino el tiempo que los mismos tardan
en sustanciarse®'.

Los datos sobre tiempos para creacién de empresas
en Espafia demuestran que la duracién estimada se
sita muy por encima de la media de los paises de
la OCDE; existe ademds una distancia significativa
con relacién a la prdctica totalidad de los Estados
de la Unién Europea. La situacién por otra parte
oscila mucho en las distintas regiones espafolas e
incluso a nivel municipal®2.

Los plazos, ademds de cumplirse, no necesariamen-
te deben agotarse. Esta puntualizacién es importan-
te, puesto que los plazos que las leyes y reglamentos
administrativos establecen son siempre de maximos,
resultando oportuno exigir la resolucién en el menor
tiempo posible dentro de tales plazos, sin exceder-
los, y en la medida de lo posible, sin apurarlos; ello
encuentra su base y fundamento en el principio de
eficacia que debe regir el funcionamiento de la
Administracién, tal como recoge la Constitucién
espafnola y la propia LRIPAC (articulo 3°).

Se impone, en definitiva, reestructurar los proce-
dimientos, simplificar las tramitaciones, y exigir un
cumplimiento estricto de los plazos a las Adminis-
traciones Pdblicas.

3. Reformulacion de la técnica del silencio
administrativo

La segunda de las estrategias que define La “Ley
paraguas” es la potenciacién del silencio positivo en
los procedimientos administrativos y la definicion del
carécter reglado de los expedientes de autorizacién.
Si la técnica autorizatoria ha visto mermado su alcan-
ce, al desaparecer de numerosos procedimientos, su
contenido queda reducido todavia més en tanto en
cuanto el articulo 6° las configura con cardcter reglado
(basadas en requisitos claros, inequivocos, imparcia-
les, objetivos, transparentes y proporcionados al interés
general perseguido), y generaliza el cardcter positivo
de la inactividad formal administrativa®.

29 Informe disponible en la pagina web del Ministerio de Economia y Hacienda de Espafa (http://www.meh.es).
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Esta previsién exigia que antes de diciembre de 2009 tanto el Estado como las Comunidades auténomas y Entes locales dedicaran
importantes esfuerzos para adecuar los actuales plazos de resolucién a tales criterios.

La Constitucién de una empresa, en términos generales, precisa cuatro elementos. De un lado, la creacién de su personalidad
juridica (notario e inscripcién en el Registro Mercantil), de otro, su formalizacién fiscal (trémites ante Hacienda), en tercer lugar
su formalizacién laboral (frdmites de seguridad social), y finalmente, la obtencién de los titulos sectoriales necesarios, estatales
y autondémicos, asi como la licencia ambiental municipal y en su caso de obras.

Asi, para la puesta en funcionamiento de una Sociedad Limitada se precisan unos ciento ochenta dias en Valencia, ciento
cincuenta en Murcia y Valladolid, entre setenta y cinco y noventa en Pamplona y Zaragoza, y alrededor de sesenta en localidades
como Sevilla, Santander o Mérida. Esta situacién contrasta con poblaciones como Toledo o Palma de Mallorca, en las que la
creacién y puesta en funcionamiento de una empresa no excede los quince dias. Fuente. Informe: “Trémites administrativos para
la creacién de empresas en Espafia” (AEVAL). La obtencién de licencias de obras, ambientales, de funcionamiento, etc, son las
que explican las importantes dilaciones la hora de poder constituir las empresas. Légicamente, el tiempo de tramitacién puede
oscilar sustancialmente en un sector u otro, dependiendo de su entidad y caracteristicas. También la dimensién del Ayuntamiento,
sus medios técnicos y humanos, asi como su propia eficiencia administrativa, determinardn en buena medida los plazos reales
de tramitacion.

La Directiva 2006/123/CE se inclina a favor de considerar estimatorio el silencio administrativo en los trdmites autorizatorios
previos al inicio de las actividades econémicas o incluso durante su funcionamiento.
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Segun el mismo precepto, los supuestos de silencio
negativo en esta materia quedan sujetos a reserva
de ley, pero ademds, el legislador debe “justificar en
razones imperiosas de interés general” su eventual
decisién a favor de un contenido desestimatorio del
acto presunto. Este mandato al legislador, aplicable
o los procedimientos de autorizacién de activida-
des de servicio, se ha generalizado al conjunto del
ordenamiento juridico administrativo sélo un mes
después, mediante la “ley mnibus”, que modifica
el articulo 43° de la LRIPAC en el mismo sentido.

La “Ley édmnibus”, en efecto, modifica numerosas
leyes sectoriales, pero incluye un fitulo primero en
el que curiosamente introduce algunas medidas
horizontales que la “Ley paraguas” no incorporé.
Y no lo hizo, probablemente, porque el objeto de
aquella norma es regular las actividades de servi-
cios, en aplicacién de la Directiva comunitaria, y
no el procedimiento administrativo comin. Ahora
bien, ese mismo objeto, aunque con alcance ahora
sectorial, es el que tiene la “Ley émnibus”, por lo
que todavia parece menos justificado que incorpore
nada menos modificaciones en leyes administrativas
generales®.

El articulo 43° LRIPAC queda por consiguiente con
la siguiente redaccién: “En los procedimientos ini-
ciados a solicitud del interesado {(...), el vencimiento
del plazo méximo sin haberse notificado resolucién
expresa legitima al interesado o interesados que
hubieran deducido la solicitud para entenderla
estimada por silencio administrativo, excepto en
los supuestos en los que una norma con rango de
Ley por razones imperiosas de interés general o
una norma de Derecho comunitario establezcan lo
contrario”.

Este precepto constituye de hecho una auto-limi-
tacién del propio legislador, ya que no hay en la
Constitucién Espafiola ninguna previsiéon que exija
la generalizacién del silencio positivo, ni mucho
menos que imponga al legislador una obligacién
expresa de justificar su opcién por el silencio ne-
gativo. La referencia al derecho comunitario, sin
embargo, no es una verdadera auto-limitacién, sino
la plasmacién de una exigencia de mayor rango,
puesto que la propia Constitucién da entrada al
ordenamiento comunitario con una posicién pre-
ordenada frente al nacional®.

En cualquier caso, la técnica del silencio estimatorio
no es una solucién totalmente satisfactoria, ya que
el incumplimiento de la obligacién de resolver en
tiempo y forma no deja de ser una anomalia juri-

dica determinante de un mal funcionamiento de la
Administracién. El acto presunto estimatorio es un
Acto Administrativo perfecto del que se deducen
derechos subjetivos a favor del solicitante, pero
siempre genera cierta inseguridad juridica en el
supuesto beneficiario.

Al no contar con una Resolucién expresa, de-
clarativa de derechos, el ciudadano no tiene la
seguridad completa de poder hacer valer el con-
tenido del acto plenamente en el futuro, ya que el
acto presunto favorable no preconstituye derechos
que juridicamente no correspondan. Es cierto que
la Administracién no podrd desconocer el acto,
pero si defecta que es ilegitimo, deberd iniciar un
procedimiento de revisién de oficio por acto nulo
o anulable. Esto genera indefinicién y no es cier-
tamente deseable para quienes desean emprender
un negocio o desarrollar determinadas actividades
asociadas a su empresa.

En conclusién, las Administraciones territoriales de-
berfan extremar sus esfuerzos materiales, personales
y organizativos para ajustar los tiempos de resolu-
cién al méximo previsto en los distintos procedi-
mientos, tratando ademds de no apurar los mismos;
sélo mediante una resolucién definitiva, ajustada
al ordenamiento juridico, debidamente motivada,
y dentro de los plazos legales, puede garantizarse
un suficiente nivel de seguridad juridica.

4.Implantacién de ventanillas Onicas empre-
sariales

Elinicio de casi cualquier actividad econémica viene
precisando que el ciudadano obtenga y presente
documentos y certificados de diferente indole ante
varias Administraciones; en ocasiones debe obtener
previamente autorizaciones sectoriales y desarrollar
un sinfin de trdmites que dilatan en el tiempo la
apertura de las empresas, y lo que es mds grave,
comportan un coste econédmico muy importante
para el interesado sin que haya tenido oportunidad
siquiera de arrancar el negocio.

Frente a esta situacién la Directiva servicios apues-
ta por un instrumento inferesante en términos de
eficiencia administrativa, como es la ventanilla
Unica.

La norma comunitaria recoge en su articulo 6° que
los Estados deben adaptar sus disposiciones legales,
reglamentarias y administrativas, para garantizar
que los prestadores de servicios puedan llevar a
cabo gran parte de los procedimientos y trémites

34 Asi ha ocurrido con la Ley de Bases del Régimen Local, la Ley de Acceso Electrénico de los ciudadanos a los Servicios Piblicos, o
la Ley Bésica de todo el Sistema Administrativo, como es la LRIPAC. Una mejor técnica legislativa, a mi juicio, hubiera requerido
una o varias leyes especificas de modificacién de estas leyes generales.

35 La Constitucién permitié una cesién de soberania a la Comunidad Europea que se plasmé en los Tratados (derecho originario) y
que tiene su proyeccién en el derecho derivado (reglamentos, directivas, decisiones), por lo que, el legislador espafiol no puede

desconocer tales exigencias.
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administrativos a través de ventanillas Unicas. En
concreto, se refiere a los procedimientos de creacién
de empresas (acceso a la actividad), incluyendo las
autorizaciones previas y las solicitudes de inscrip-
cién en registros, listas oficiales, bases de datos, o
colegios y asociaciones profesionales.

Dado que la norma es respetuosa con el reparto
competencial de cada uno de los Estados, cuyo nivel
de descentralizacién es muy diverso, sélo recoge en
su predmbulo un criterio general organizativo, en
virtud del cual cuando sean varias las autoridades
implicadas en un procedimiento una de ellas deberd
hacerse cargo del papel de ventanilla Gnica y coor-
dinarlo, lo que exigird convenios de colaboracion
con el resto.

Llegados a este punto conviene definir qué se en-
tiende por ventanilla Unica o “espacio comdn” de
tramitacién. La LAE proporciona en su Anexo una
definicién clarificadora: se trata de “modos o cana-
les (oficinas integradas, atencién telefénica, pdginas
de internety ofros) a los que los ciudadanos pueden
dirigirse para acceder a las informaciones, trdmites
y servicios publicos determinados por acuerdo entre
varias Administraciones”.

De esta definicién se desprenden algunos datos inte-
resantes. Para empezar, la ventanilla Gnica viene ser
un portal fisico-presencial o telemdtico de acceso
a la Administracién. Por tanto, aunque preferente-
mente sea una técnica propia de la Administracién
electrénica, no se limita necesariamente a esa forma
de administrar. Lo relevante es que en una sede
fisica o informética puedan reconducirse el conjunto
de informaciones y tramitaciones necesarias para
iniciar y desarrollar una actividad®.

Por ofra parte, una caracteristica consustancial es
su multifuncionalidad, puesto que deben proporcio-
nar todos los niveles del servicio publico ordinario
o electrénico, como es el puramente informativo,
el documental (actuaciones administrativas o de
parte en expedientes fisicos o electrénicos), y en
su caso el transaccional (prestaciones avanzadas
que incluyen por ejemplo transferencias financieras
entre las partes)®.

Las primeras iniciativas de implantacién en Espaiia
de este tipo de utilidades aparecen a través de una
red de oficinas presenciales (PAITs y VUEs), que
entre otros aspectos informan de las tramitaciones
necesarias y facilitan el documento Unico electrénico
para crear empresas. Son puntos de tramitacién que
fueron surgiendo con motivo de convenios y proto-
colos firmados entre las diferentes administraciones
publicas, y que en la actualidad disponen también
de acceso electrénico a través de internet,

Sin embargo, la incorporacién legal de las ventani-
llas Unicas al ordenamiento interno espafiol como
instrumento general de tramitacién ha tenido su
plasmacién efectiva en la “ley paraguas”, cuyo
articulo 18° se dedica precisamente a regular este
instrumento. Lo mds destacable es que reconoce el
derecho de los prestadores de servicios a acceder
electrénicamente a una ventanilla Unica que debe
contener informacién sobre los procedimientos
necesarios para el acceso a la actividad y su ejer-
cicio.

La ventanilla, ademés, permitird realizar tramites
telemdticamente, incluidos todos los necesarios
para la creacién de empresas, para lo que deberd
disponer de los formularios correspondientes y en-
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En el mismo Anexo de la Ley se define el canal como la “estructura o medio de difusién de los contenidos y servicios, incluyendo el
canal presencial, el telefénico y el electrénico, asf como otros que existan en la actualidad o puedan existir en el futuro (dispositivos
méviles, televisién digital terrestre, etc)”.

En el libro verde sobre la informacién del sector publico “La informacién del sector piblico, un recurso clave para Europa”
COM (1998) 585, se realizé una clasificacién de los servicios de la administracién electrénica que distinguia entre “servicios de
informacién”, relativos al suministro de informacién en general y en particular a través de pdginas web, “servicios de comunicacién”
o de tipo documental, que permiten la interaccién entre individuos o grupos de personas (correo electrénico, mensajes sms,
foros de discusién en péginas web, etc), y los “servicios transaccionales”, que permiten adquirir productos y servicios en linea,
y presentar datos, formularios, etc, por internet o por canal mévil. El Grupo de Trabajo GT-6 de la Televisién Digital en Espafa
avanzé en esta clasificacién distinguiendo entre los servicios informativos, en los que la Administracién suministra informacién
general al usuario sin necesidad de identificacién o canal de retorno, los servicios interactivos, que disponen de canal de retorno
que facilita una comunicacién bilateral, y los servicios transaccionales, en los que a diferencia de los anteriores el usuario debe
ser identificado de manera segura y satisfactoria con diferentes grados de autenticacién segin el caso.

Los PAIT “puntos de asesoramiento e inicio de la tramitacién” son oficinas dependientes de las Administraciones Piblicas, aunque
también pueden asumir esta funcién entidades privadas, (Ley N°® 30/2006 de 29 de diciembre) asi como Colegios profesionales,
Organizaciones empresariales y Cémaras de comercio (Real Decreto 682/2003, de 7 de junio). Las VUEs son las “ventanillas
Unicas empresariales” que se crearon en diversas localidades para unificar la tramitacién de la creacién de empresas. Pueden
funcionar también como PAITs. Tienen su origen en el Protocolo de Colaboracién para el desarrollo del proyecto “Ventanilla
Unica Empresarial”, firmado el 26 de abril de 1999 por los Ministros de Economia y Hacienda, de Trabajo y Asuntos Sociales y
de Administraciones Publicas y por el Presidente del Consejo Superior de Cdmaras de Comercio, Industria y Navegacién. Cada
ventanilla se crea en funcién de convenios especificos de colaboracién. En 1999 se crearon doscientas treinta y un empresas
a través de estas ventanillas, 2049 en 2000, 3573 en 2001 y 5498 en 2002. El punto élgido se alcanzé en 2003 con un total
de ocho mil trescientos sesenta y seis empresas creadas. En los afios siguientes se han cosechado resultados variables: cinco mil
cuatrocientos quince en 2004, 6705 en 2005 y 3030 en 2006. Fuente. Informe: “Trémites administrativos para la creacién de
empresas en Espafa” (AEVAL). La inmensa mayoria de las empresas creadas fueron de empresario individual, siendo personas
juridicas un 17.2 %. Las dos primeras ventanillas Unicas empresariales se constituyeron en 1999 en las ciudades de Valladolid y
Palma de Mallorca.
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cauzar su tramitacién. Una utilidad muy importante
es también la seccién que permite al interesado
conocer el estado de tramitacién de los procedi-
mientos y recibir nofificaciones de actos de tramite
y definitivos.

La norma se ocupa también de garantizar la intero-
peratividad entre las diferentes Administraciones, lo
que es fundamental ya que la constitucién de una
empresa de servicios precisa normalmente de la
participaciéon de numerosas Administraciones que
deben realizar actos de trdmite en el curso del pro-
cedimiento. Por eso, el precepto exige la adaptacion
tecnolégica necesaria y la disposicién adicional
primera de la Ley obliga a todas las Administra-
ciones a que dispongan de un sistema electrénico
de intercambio de informacién que garantice la
efectividad de este derecho.

La “Ley émnibus” introduce a su vez reformas im-
portantes en la legislacién administrativa general, a
la que accede la ventanilla Gnica como instrumento
ordinario de tramitacién.

Asi, en primer término modifica la legislacién local
(Ley N° 7/1985 de 2 de abril, reguladora de las
bases del régimen local) aplicando la exigencia de
ventanilla Gnica para las actividades de servicios en
las que intervenga dicha Administracién. El nuevo
articulo 70 bis, apartado 4 dispone: “Cuando se
trate de procedimientos y trdmites relativos a una
actividad de servicios y a su ejercicio incluida en el
dmbito de aplicacién de la Ley N° 17/2009, de 23
de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades
de servicios y su ejercicio, los prestadores podrdn
realizarlos, por medio de una ventanilla dnica, por
via electrénica y a distancia, salvo que se trate de
la inspeccién del lugar o del equipo que se utiliza
en la prestacién del servicio”®.

Junto a ello, se incorpora en la LAE un importanti-
simo precepto, que afade un apartado tercero al
articulo 6°, que como sabemos regula los derechos
de los ciudadanos frente a la administracién elec-
trénica. En ese nuevo apartado se establece que:
“En particular, en los procedimientos relativos al
acceso a una actividad de servicios y su ejercicio,
los ciudadanos tienen derecho a la realizacién de
la tramitacién a través de una ventanilla Unica, por
via electrénica y a distancia”.

La implantacién efectiva de la ventanilla Gnica
dependerd en buena medida de las normas que
redefinan y adapten los procedimientos para hacer-

los viables bajo este estdndar, asi como de lo que
establezcan los convenios de colaboracién entre las
diferentes administraciones afectadas para regular
los intercambios correspondientes.

Primero hay que identificar y evaluar todos los
procedimientos y tramites afectados, incluidas las
autoridades competentes para cada uno de ellos.
Tras ello, aprobar un programa de trabajo para la
implantacién de la ventanilla que permita utilizar
los redes de comunicaciones existentes. Finalmente,
coordinar a las Administraciones autonémicas y a
las locales (a través en este caso de la Federacion
Espafiola de Municipios y Provincias) para articu-
lar los procedimientos respectivos, los estdndares
técnicos, y los mecanismos de interconexién y
autenticaciéon®,

Su puesta en marcha se ha resuelto inicialmente a
través de un portal web Unico “http//www.eugo.es”,
instaurado el 24 de diciembre de 2009. Légicamen-
te, sus contenidos son todavia limitados, teniendo
en cuenta que las leyes “paraguas” y “émnibus” son
muy recientes, y que estamos en plena adaptacion
de los procedimientos en el nivel legislativo y regla-
mentario en todos los niveles de la Administracién
territorial y no territorial. El portal estd preparado
para suministrar informacién sobre normativa y
tramites y realizar la tramitacién telemdtica de los
procedimientos, para lo que la ventanilla distribuye
“back office” los asuntos a las autoridades compe-
tentes, o en su caso redirige al interesado al portal
autondmico correspondiente?!.

En la actualidad solo estan disponibles en ese portal
tres trdmites para la constitucién de empresas por
via telemdtica, como es para la creacién de So-
ciedades de responsabilidad limitada, la sociedad
limitada de nueva empresa, y la empresa individual
(auténomos). En el futuro deberdn incorporarse
sucesivamente nuevos tramites, puesto que la Direc-
tiva lo exige con cardcter general. La coordinacién
entre las diferentes administraciones es esencial en
este terreno.

La implantacién del sistema supone por otra parte
un modelo de corresponsabilidad entre las diferentes
administraciones. No olvidemos que la prestacion del
servicio de administracién electrénica, como todo
servicio pUblico, debe realizarse con la suficiente
calidad (informacién veraz, actualizada, servicios
documentales y transaccionales correctamente
prestados, efc). En otro caso, si del funcionamiento
normal o anormal de este servicio se derivan dafos y

39 Portanto, salvo aquellos trdmites que implican la personacién fisica del funcionario en la actividad para realizar las comprobaciones
correspondientes, lo que es comin en el caso de aperturas (actas de comprobacién favorable), el resto de los trdmites deben

poder realizarse por via telemética y en ventanilla nica.

40 Véase el “Informe ejecutivo sobre la trasposicién de la Directiva de Servicios en Espafia”, de 29 de abril de 2010, cit, p. 20.

41 El portal necesita un modelo de gestién, organizacién e interconexién que permita involucrar a todos los interlocutores, publicos
y privados, que hardn uso de la ventanilla. Por eso es imprescindible una normativa que regule su establecimiento, defina su
modelo de organizacién y gestién, y establezca los espacios de acceso e interconexién de las diferentes autoridades competentes

que participardn en los procedimientos.
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perjuicios en el interesado, que confia legitimamente
en su buen funcionamiento, podria surgir la corres-
pondiente responsabilidad patrimonial*?.

De ahf que la disposicién transitoria sexta de la
“Ley Omnibus” disponga que “con el objetivo de
que la informacién administrativa en la ventanilla
Unica prevista en el articulo 3° de esta Ley sea
clara e inequivoca y esté actualizada, se acordard
en la Conferencia Sectorial de Administracién
Piblica, previo informe de la Comisién Nacional
de Administracién Local, el sistema de gestién de
la ventanilla Gnica”.

El sistema, en definitiva, ya estd lanzado y se espera
que en los préximos afios permita reducir signifi-
cativamente las cargas burocrdticas que todavia
afectan al emprendedor, lo que sin ninguna duda
redundard en una mayor competitividad de nuestro
sector econémico.

IV. CoNCLUSION

Estamos asistiendo en la actualidad a una verda-
dera revolucién en las formas y procedimientos
administrativos. Una revolucién, en definitiva,
de los métodos y sistemas habituales de relacién
con la Administracién puiblica. La incorporacién
de las nuevas tecnologias de la informacién ha
habilitado nuevos canales y utilidades que permi-
ten una relaciéon mas directa, inmediata y eficaz
con los entes administrativos, y la legislacién ha
tenido que adaptarse progresivamente a esta
situacion.

La Administracién electrénica presenta nuevos retos
en el dmbito del Derecho Administrativo y protago-
nizard sin duda buena parte de las investigaciones
juridicas en el futuro. La necesidad de chormar los
conceptos tradicionales de la disciplina a este nuevo
marco relacional es evidente y necesaria.

En este trabajo hemos tratado de aislar lo que
considero constituye la mejor aportacién de estas
tecnologias al procedimiento administrativo, que
no es otra cosa que permitir reducir las cargas bu-
rocrdticas que a menudo atenazan al ciudadano.
Por eso, ademds de referirnos a la Administracion
electrénica como instrumento horizontal aplicable
a todas las relaciones administrativas, he creido
conveniente analizar una de sus aplicaciones
principales, como es la agilizacién de los proce-
dimientos de creacién y funcionamiento de las
empresas de servicios.

Las nuevas aplicaciones deben proporcionar una
informacién veraz, actualizada, real y de calidad al
ciudadano y al emprendedor. Las Administraciones
deben ser especialmente cuidadosas a la hora de
confeccionar sus sedes electrénicas, puesto que
el ciudadano, en la confianza legitima de su ade-
cuacién, puede exigir que la informacién que se
le proporcione sea correcta, y en su defecto exigir
responsabilidad patrimonial si las deficiencias le
causan perjuicios.

Pero las utilidades de la Administracién electrénica
no acaban en el servicio informativo. Las sedes
electrénicas pueden prestar servicios adicionales
como es el intercambio documental, que se con-
creta en la tramitacién de procedimientos por via
electrénica, o incluso el intercambio transaccional,
permitiendo relaciones juridicas complejas de con-
tenido econdmico.

La Administracién debe adaptar sus procedimientos
a esta nueva realidad y hacerlos compatibles con la
tramitacién telemdtica. Debe ademds armonizar sus
esquemas técnicos para garantizar la correccién, au-
tenticacién y validez de los documentos electrénicos,
y garantizar una correcta interconexién y transmisién
de datos entre los diferentes érganos y Administra-
ciones participantes en los procedimientos.

Todo ello presenta ademds dos retos importantes.
Por un lado, garantizar la seguridad de todo el
proceso, para lo que la firma electrénica avanza-
da y reconocida es esencial. Y de otro, garantizar
una proteccién adecuada de los datos personales,
cuyo tratamiento en esta modalidad debe tener el
mismo nivel de garantia que viene garantizado en
la tramitacién fisica. Finalmente, es necesario que
las nuevas tecnologias sean accesibles para todos,
incluidas las personas con discapacidad, por lo
que el ordenamiento, y sobre todo las estructuras
administrativas y tecnolégicas, han de dotarse de los
medios necesarios para hacer valer este derecho.

Estas posibilidades son de extraordinario interés en
el marco de las actividades econémicas, donde se
impone la reestructuracién de los procedimientos
y su simplificacién, asi como, la reduccién de las
cargas burocréticas asociadas a la tramitacién;
el instrumento de las ventanillas Unicas, fisicas o
telemdticas, estd sin duda llamado a mejorar el
funcionamiento del mercado y eliminar barreras de
entrada. En todo ello serd fundamental el uso de las
nuevas tecnologias y las utilidades que proporciona
la administracién electrénica. @A

42 Sobre este tema, me remito a la bibliografia de referencia; es interesante al respecto el trabajo de VALERO TORRIJOS, J.
“Responsabilidad patrimonial de las Administraciones publicas por difusién de contenidos propios en internet”, en Responsabilidad
de los proveedores de informacién en internet, Obra colectiva, Comares, Granada, 2007, que realiza un interesante andlisis sobre
la aplicacién de los requisitos ordinarios de la responsabilidad patrimonial al funcionamiento de la Administracién electrénica.
Véase también el completo estudio de este tema que aparece en la obra de MARTINEZ GUTIERREZ, R. Administracién piblica

electrénica, ya citada en este trabajo.
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